






























































































 1 

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL CONSEJERO ELECTORAL LUIS 

ESPÍNDOLA MORALES, RESPECTO AL ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL 

DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE QUERÉTARO RELATIVO AL 

DICTAMEN QUE EMITE LA COMISIÓN JURÍDICA POR EL QUE SE SOMETE A 

CONSIDERACIÓN DEL ÓRGANO DE DIRECCIÓN SUPERIOR LOS 

LINEAMIENTOS DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE QUERÉTARO 

PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES EN MATERIA POLÍTICO O ELECTORAL.  

 

Con el debido respeto a los integrantes de este órgano colegiado, si bien coincido 

en la necesidad de actualizar los lineamientos que se aprueban en el acuerdo 

puesto a consideración del Consejo General, también lo es que existen aspectos 

que me hacen apartarme de algunos puntos de dicho instrumento, los cuales, 

enunció enseguida:  

                                                                                                                                    

a) Necesidad de incluir un protocolo de actuación en propaganda política 

o electoral en la que aparezcan niñas, niños y adolescentes. 

 

Tanto en la reunión de trabajo como en la sesión de la Comisión Jurídica, plantee 

al colegiado la necesidad de referir, en los presentes lineamientos, la remisión y 

parámetros para la eventual configuración de un protocolo de actuación en 

materia de niñas, niños y adolescentes. Sin embargo, no obtuve respuesta sobre 

la procedencia o no de dicha propuesta, por lo que, ante la ausencia de razones 

que me permitan contrastar los argumentos a favor o en contra de dicho 

planteamiento es que considero que la existencia de dicho instrumento es 

necesaria para la debida garantía de los derechos de la infancia y de la 

adolescencia en materia política o electoral. 

 

Lo anterior, ya que, como lo manifesté en mis diversas intervenciones, la 

protección de los derechos de la infancia y la adolescencia en materia de 

propaganda electoral impone un deber de garantía reforzada que trae consigo 
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que este Instituto adopte todas las medidas acordes con el desenvolvimiento de 

dicho deber. 

 

En este marco obligacional por parte del Instituto, se encuentra, precisamente, 

el desarrollo de instrumentos de actuación que siendo acordes con los 

requerimientos propios de grupos vulnerables -como en el caso los niños, niñas 

y adolescentes- impliquen una serie de actuaciones que no siendo invasivas al 

interés superior de la infancia, permitan tanto al personal de instituto como a los 

partidos políticos y candidatos, contar con parámetros mínimos en su proceder, 

entre los que se encuentran la capacitación, la sensibilización, la adecuación de 

procedimientos, que garantice una visión incluyente y que, sobre todo, 

contribuya al desarrollo de políticas públicas encaminadas a garantizar, tanto de 

manera formal como sustancial, los derechos y la atención prioritaria, por parte 

del Estado, de estos grupos vulnerables. 

 

Establecer únicamente en lineamientos la forma y requisitos que habrán de 

reunirse en la propaganda política o electoral en la que aparezcan niñas, niños 

o adolescentes, en mi concepto, solo se enmarca en el cumplimiento de trámites 

administrativos acerca de cómo debe instrumentalizarse a estos grupos 

vulnerables en la propaganda pero invisibiliza las múltiples situaciones que 

pueden presentarse ante el empleo indiscriminado de estos grupos cuyos 

derechos al libre desarrollo de la personalidad, a la imagen, a la 

autodeterminación informativa, a una vida digna, a una vida libre de presiones, 

de explotación, de violencia o de estereotipos, puede traer consigo ante la falta 

de cuidado en el proceder de quienes los emplean con fines políticos o 

electorales. 

 

Esta situación, en mi concepto, no solamente involucra a los menores, sus 

familias o quienes ejerzan la patria potestad, partidos políticos o a este Instituto, 

sino todas aquellas instituciones públicas, academia, sociedad civil y organismos 

internacionales, cuyo objeto principal o secundario, sea o pueda ser la protección 
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de los derechos de la infancia y la adolescencia; de ahí, en mi concepto, la 

necesidad del establecimiento de un apartado en los lineamientos, que remita a 

la obligación de establecimiento de un protocolo para tal efecto. 

 

Por estas razones y por la ausencia de aquellas en las que se manifestara la 

improcedencia de mi propuesta, lo cual me impide contrastar y valorar las 

razones que se pudieron haber tenido para rechazar mi propuesta, es que estas 

observaciones forman parte del presente voto. 

 

b) Exposición de motivos.  

 

La exposición de motivos -en su último párrafo- afirma la abrogación de los 

lineamientos emitidos previamente. En este sentido, me apartó de estas 

consideraciones ya que, desde mi perspectiva, no se trata de una de una 

abrogación, abolición o sustitución total del instrumento previo, sino de una 

modificación derivada de su actualización, cuyo actuar se enmarca en una 

modificación o derogación. 

 

Ello es así toda vez que conforme a la definición de la Real Academia Española 

(RAE) delimita el término abrogar como: derogar o abolir una ley. En ese orden, 

estimo que lo pertinente sería sustituirlo por modificación. 

 

En mi concepto, del contraste de las adiciones y supresiones que se plantean en 

los lineamientos, es posible advertir que muchas de las disposiciones de los 

lineamientos previos subsisten, ya sea de manera parcial o total, por lo que 

considero que solo se trata de una modificación o derogación de algunos preceptos 

derivados de su actualización a raíz de criterios jurisdiccionales surgidos con 

posterioridad a la vigencia de aquél, por lo que, en este sentido, considero que el 

término jurídicamente aplicable es el relativo a la modificación o derogación de los 

anteriores lineamientos y no su abolición o abrogación tal y como se plantea en el 

presente caso. 
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Del mismo modo, tal y como lo manifesté en el punto anterior, ante la ausencia de 

razones a partir de las cuales se hubiera descartado mi propuesta en las sesiones 

de trabajo y de comisión en las que se abordó dicho punto y ante la imposibilidad 

de contrastarlas, es que emito el presente voto. 

 

c) Expresión: político-electorales.  

En el acuerdo aprobado por la mayoría de los integrantes de este colegiado se sostiene en 

diversas ocasiones y de manera indistinta actos políticos o electorales y se emplea 

también actos político-electorales. El empleo indistinto de los términos, desde mi 

perspectiva, no es menor, en esencia, por las siguientes razones. 

El primer aspecto que advierto, es que se trata de un aspecto de homologación o 

uniformidad en el empleo de los conceptos actos políticos o electorales y actos 

político-electorales. En efecto, como se aprecia de los lineamientos aprobados por la 

mayoría, se carece de base justificatoria o razonable para el empleo indistinto de los 

términos.    

En segundo término, como lo manifesté en mis reuniones previas -de trabajo y de comisión-

considero que el empleo del término actos político-electorales, resulta reduccionista en 

tanto se limita a toda aquella actuación que necesariamente gravite en el ámbito electoral 

y, consecuentemente, es discorde con la reforma en materia de derechos humanos de junio 

de dos mil once. 

Lo anterior, porque el empleo del término estaría descartando la posibilidad de que 

cualquier acto político no electoral quede fuera del ámbito de actuación de este instituto y, 

en consecuencia, de la garantía de los derechos de la infancia y de la adolescencia.  

En suma, se descartaría la “tesis del alineamiento de los derechos” sostenida desde la 

primera integración de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación relativa a la posibilidad de tutelar y proteger no solo los derechos de índole 

política-electoral, sino todos aquellos que tangencialmente pueden quedar impactados y 

que necesariamente deben resarcirse con motivo de un acto de autoridad. Por esta razón 

considero que el empleo adecuado del término político o electoral resulta acorde a las 

exigencias actuales que imponen el deber del Estado mexicano, como en el caso este 

Instituto, de prever lo necesario para la debida garantía, tutela, protección y reparación de 

los derechos humanos, como en el caso, los derechos de niñas, niños y adolescentes. 
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Finalmente, y como resultado de lo expuesto, considero que el empleo de la expresión actos 

políticos o electorales permite descartar las limitaciones interpretativas a las que me he 

referido, ya que, lo contrario, desde mi punto de vista, podría dar lugar a interpretaciones 

permisivas o limitativas, simulaciones o fraudes a la ley que se traduzcan en el menoscabo 

de los derechos de la infancia y de la adolescencia a partir de una limitación autoimpuesta 

en dichos lineamientos que desde mi punto de vista es discorde con el actual modelo o 

marco obligacional en la materia. 

 

d) Autodeterminación informativa.  

En el texto que se pone a consideración de este colegiado, concretamente en su artículo 

16 se establece: Los escritos, la videograbación y el formato, a que se refieren los 

artículos 9, 10, 12, 13 y 15 de estos Lineamientos, deberán ser conservados por los 

sujetos obligados por una temporalidad de cinco años, y deberán exhibirse en el 

momento en que se requieran, sin embargo, como lo manifesté en las sesiones de trabajo 

previas, el procedimiento debe considerar y garantizar el debido resguardo de la imagen y 

los datos de los menores, el o los sujetos responsables y adecuarse a las exigencias del 

marco obligacional en materia de transparencia, acceso a la información, protección de 

datos personales y de archivos, todo esto con la finalidad de asegurar adecuadamente el 

derecho a la autodeterminación informativa y, particularmente, en el caso de los niños, nilas 

y adolescentes, así como al ejercicio de los derechos de Acceso, Rectificación, Cancelación 

y Oposición (ARCO)    

Lo anterior, como parte de la correcta protección, tratamiento y resguardo de los datos 

personales, conforme al artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (CPEUM). 

Inclusive, desde mi perspectiva, una vez concluido el proceso electoral, ya no existiría la 

obligación de que los partidos políticos o candidatos conserven dicha información, toda vez 

que el riesgo por la falta de garantías en su empleo y resguardo, así como la ausencia de 

una finalidad para detentarlos, podría generar un efecto adverso en la protección de los 

menores. En suma, no habría razón ni finalidad para que una vez concluido el proceso 

electoral, partidos políticos y candidatos cuenten con información reservada o confidencial 

y mucho menos tratándose de niñas, niños y adolescentes. 
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e) Otros aspectos a considerar. 

En el caso, considero que los presentes lineamientos no incluyeron aspectos relacionados 

con la adopción de medidas urgentes o cautelares con la finalidad de salvaguardar el 

indebido empleo de la imagen, la seguridad, la familia, la intimidad o el libre desarrollo de 

la personalidad de niñas niños y adolescentes, tales como el retiro de la publicidad 

cuestionada o el bloqueo total o parcial de la o las páginas digitales en las que se advierta 

un empleo indebido de la voz, nombre, imagen o cualquier otro elemento que haga 

identificable a niñas, niños y adolescentes. 

Del mismo modo, como lo manifesté en reuniones previas, en los lineamientos tampoco se 

consideran aspectos relacionados con la colaboración, auxilio o coadyuvancia con 

instituciones como los órganos garantes en materia de transparencia, acceso a la 

información y protección de datos personales, las instituciones de protección y defensa de 

derechos humanos, las instituciones públicas o privadas de protección de los derechos de 

la infancia o la adolescencia y aquellas relacionadas con discriminación de grupos 

vulnerables, entre otros. 

De la misma forma,  el instrumento pasa por alto la pertinencia o necesidad de que se 

incluyan medidas para garantizar el consentimiento informado a partir del análisis, visto 

bueno, asistencia, orientación o acompañamiento de persona o institución certificada para 

constatar, corroborar o autorizar, que el consentimiento de los niños, niñas o adolescentes 

se realizó siguiendo los parámetros mínimos, nacionales e internacionales para garantizar 

adecuadamente los derechos de estos grupos vulnerables.   

Finalmente, en los lineamientos no se consideran aspectos relacionados con las eventuales 

aportaciones o contrataciones de menores para participar en propaganda política o 

electoral, su fiscalización ni tampoco se clarifica, en caso de que se tratara de 

contrataciones onerosas o en especie y su destino para garantizar el desarrollo de niñas, 

niños y adolescentes al tratarse de eventuales recursos adquiridos como producto de su 

trabajo. 

Es por ello que, no se consideran aspectos relacionados con la colaboración y seguimiento 

de dicha propaganda en materia de financiamiento y fiscalización de los partidos políticos 

y candidatos que empleen propaganda en la que intervengan dichas personas. 

Por las razones anteriores, si bien coincido con la pertinencia de la emisión de los 

lineamientos en comento, me apartó de algunas de las consideraciones que lo sustentan 
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en razón de que no obstante haberse formulado en las reuniones de trabajo y de comisión 

previas, no se recibió respuesta sobre la pertinencia o no de dichas observaciones, por lo 

que, ante la ausencia de elementos que me permitan arribar a una conclusión distinta y de 

carecer, por tanto, de elementos para poder contrastar mis argumentos con los que 

eventualmente se tuvieron para su falta de inclusión en dichos lineamientos, es que reitero 

dichas observaciones que me conducen a formular el presente VOTO CONCURRENTE. 

CONSTE  

 

 

 

 

 

Mtro. Luis Espíndola Morales 
Consejero Electoral 


